PAGE  
4

OPINIÓN N.º  028-2005/GTN

Consultante
:
Servicio Naviero de la Marina
Asunto
  :
Aclaración Opinión N.º 145-2004 (GTN)
Referencia

  :
Carta N.º V. 200-202 de fecha 28 de febrero de 2005 



Carta N.° V. 200-268 de fecha 17 de marzo de 2005

1.
ANTECEDENTES

Mediante los documentos de la referencia, el Jefe del Servicio Naviero de la Marina —en adelante la Entidad— solicita se aclare la Opinión N.º 145-2004(GTN), respecto de la aplicación de la normativa sobre contrataciones y adquisiciones del Estado a los contratos de leasing. 
2.
CONSULTA

La Entidad solicita que se aclare los alcances de la opinión antes citada, en lo que se refiere a:

2.1. La idoneidad de la aplicación ultractiva de los Decretos Supremos N° 012-2004-PCM y N° 013-2004-PCM, respecto del Texto Único Ordenado de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado por el Decreto Supremo N° 083-2004-PCM y su Reglamento, aprobado mediante Decreto Supremo N° 084-2004-PCM.
2.2. La primacía de los Decretos Supremos N.º 083-2004-PCM y N.º 084-2004-PCM en relación con la Ley N° 28427, Ley de Presupuesto del Sector Público para el Año Fiscal 2005, por constituir aquellos normas especiales.
2.3. La conveniencia de aplicar las disposiciones particulares para la adquisición de bienes y suministros a los contratos de leasing.
3.
ANÁLISIS
3.1. De la lectura del documento mediante el que se solicita la aclaración de la Opinión N.º 145-2004(GTN), se desprende que quien consulta asume como premisa que el contrato de leasing ha sido sustraído del ámbito de aplicación del Texto Único de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones  del Estado, aprobado mediante Decreto Supremo N.º 083-2004-PCM, toda vez que la Ley N.º 28427, que precisa que dicho contrato será convocado de acuerdo a los montos establecidos para la adquisición de bienes y suministros – entró en vigencia con anterioridad al citado Texto Único Ordenado
.

Conforme lo expuesto, la Entidad que consulta interpreta que la inclusión del leasing dentro del ámbito de aplicación de la normativa de contrataciones y adquisiciones del Estado se debe a la aplicación ultractiva de los Decretos Supremo N.º 012-2001-PCM y N.º 013-2001-PCM.

Sobre la aplicación ultractiva de las normas debemos señalar  que el principio general consiste en que las normas rigen a partir del momento en que empieza su vigencia y que carecen de efectos tanto retroactivos (es decir, antes de dicho momento), como ultractivos (es decir, con posterioridad a su derogación)”.

El Texto Único Ordenado de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado mediante Decreto Supremo N.º 083-2004-PCM y su Reglamento, aprobado mediante Decreto Supremo N.º 084-2004-PCM, fueron publicados el 29 de noviembre de 2004 y entraron en vigencia el 29 de diciembre de 2004, mientras que la Ley N.º 28427, Ley del Presupuesto del Sector Público para el Año Fiscal 2005, fue publicada el 21 de diciembre de 2004 y, de acuerdo con la Undécima Disposición Final, entró en vigencia el 1º de enero de 2005, salvo las disposiciones de la Segunda Disposición Transitoria, Segunda Disposición Final y Primera Disposición Derogatoria, que empezaron a regir desde el día siguiente de su publicación.

En este sentido, la Ley N.º 28247 resulta cronológicamente posterior a la nueva normativa de contrataciones y adquisiciones del Estado, y aun cuando fue publicada con anterioridad a la entrada en vigencia de la nueva normativa de contratación pública, ello no significa que a través de ella no puedan modificarse los alcances de algunas de las disposiciones de la citada normativa de contratación, por lo que se infiere que la inclusión del leasing dentro del ámbito de aplicación de la normativa de contratación pública para el año fiscal 2005 no es consecuencia de una aplicación ultractiva de los Decretos Supremos N.º 012-2001-PCM y 013-2001-PCM, sino de una precisión efectuada mediante una norma posterior y específica.

3.2. Respecto de la clasificación de las normas jurídicas generales y especiales, debemos señalar que dicha división “se hace conforme al criterio de la mayor o menor comprensión del objeto regulado.
”

En ese sentido, las normas generales contienen reglas que regulan un conjunto considerable de relaciones jurídicas, que comprenden a un sector amplio de la población. De otro lado, las normas especiales “contienen una disciplina particular de ciertas personas, bienes o relaciones jurídicas, por lo cual constituye una categoría más restringida.
”Por ejemplo, la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado es una norma especial respecto de la Ley N° 27444, Ley de Procedimiento Administrativo General, en materia de contratación pública.
Dicho esto, en relación con la aclaración solicitada debemos indicar, que aún cuando en materia de contrataciones y adquisiciones estatales rigen la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado y su Reglamento, estas dos normas no agotan la regulación sobre las contrataciones públicas, en tanto que existen otras normas o artículos pertinentes de las mismas, que inciden en lo que se denomina el “sistema de contrataciones y adquisiciones del Estado”.
En ese sentido, el artículo 11º de la Ley N.º 28427  forma parte del denominado sistema de contrataciones y adquisiciones del Estado, y por lo tanto al constituir una norma posterior y específica no existe impedimento para que precise los alcances de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado o de su Reglamento.
3.3. Finalmente, acerca de la conveniencia de aplicar las disposiciones particulares para la adquisición de bienes y suministros a los contratos de arrendamiento financiero (leasing), debemos señalar que la Ley N.° 28427 dispone en el literal b) de su artículo 11° que los contratos de arrendamiento financiero deben llevarse a cabo tomando en consideración los montos consignados para la adquisición de bienes y suministros.
Al respecto, el Decreto Legislativo N.º 299, define al arrendamiento financiero como “el Contrato Mercantil que tiene por objeto la locación de bienes muebles o inmuebles por una empresa locadora para el uso por la arrendataria, mediante pago de cuotas periódicas y con opción a favor de la arrendataria de comprar dicho bienes por un valor pactado”.
Como se observa, el contrato de leasing constituye un mecanismo de financiamiento que se asemeja al arrendamiento de bienes, el cual es considerado por la normativa sobre contrataciones y adquisiciones del Estado como un servicio, con la peculiaridad de incluir una opción de compra.  
En ese sentido, y sin desvirtuar lo señalado en la Ley de Presupuesto de Sector Público para el Año Fiscal 2005, es posible aplicar las disposiciones de la normativa sobre contrataciones y adquisiciones del Estado  referidas a la contratación de servicios (factores de evaluación, métodos de evaluación, garantías, etc) a los contratos de arrendamiento financiero.  

4. CONCLUSION
4.1. En el supuesto planteado, que es materia de la presente opinión, no se observa problema alguno respecto de aplicación ultractiva de los Decretos Supremos N° 012-2001-PCM y  013-2001-PCM, en tanto que dichos Decretos Supremos sólo tuvieron vigencia hasta su derogatoria, el 29 de Diciembre de 2004.
4.2. Tampoco se observa un problema de incompatibilidad normativa entre una norma de carácter general y una norma especial, en tanto que el Decreto Supremo N.º 083-2004-PCM y la Ley N.º 28427 forman parte del mismo sistema de contratación pública. 
4.3. Sin perjuicio de lo dispuesto en el literal b) del artículo 11° de la Ley N° 28427, considerando la especial naturaleza de los contratos de arrendamiento financiero (leasing), es posible la aplicación de las disposiciones especiales referidas a la contratación de servicios.
Jesús María, 5 de abril de 2005
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